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  RECURSO DE REVISIÓN 866/2018-2 PNT.

COMISIONADO PONENTE: 

LIC. PAULINA SÁNCHEZ PÉREZ DEL POZO
ENTE OBLIGADO:

H. AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ.

San Luis Potosí, San Luis Potosí. Acuerdo del Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, correspondiente a la Sesión Extraordinaria 17 diecisiete de diciembre de 2018 dos mil dieciocho. 
VISTOS, para resolver, los autos del recurso de revisión identificado al rubro; y
R E S U L T A N D O:


PRIMERO. Solicitud de acceso a la información pública. Con fecha 04 cuatro de octubre de 2018 dos mil dieciocho a través de la Plataforma Nacional de Transparencia el solicitante presentó su escrito de solicitud de información con número de folio 00747718, al Municipio de San Luis Potosí, lo siguiente:


“ACCIONES EJERCIDAS O EL PLAN DE TRABAJO, QUE HA REALIZADO O ESTA REALIZANDO ESTA ADMINISTRACIÓN PARA NAJAR EL COSTO DE LAS COPIAS PARA ACCEDER A LA INFORMACIÓN PUBLICA POR MEDIO DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA, LO ANTERIOR DERIVADO DEL DERECHO CONSTITUCIONAL QUE NOS OTORGA LA CARTA MAGNA, SOLICITO QUE EL DOCUMENTO FIRMADO POR LOS FUNCIONARIOS COMPETENTES PARA ELLOS, LAS PROPUESTAS DE LOS FUNCIONARIOS PARA ESTA ACCIÓN TODOS LOS DOCUMENTOS FIRMADOS Y SELLADOS PARA DAR LA LEGALIDAD RESPECTIVA” (sic). 
SEGUNDO. Respuesta. El 16 dieciséis de octubre de 2018 dos mil dieciocho, el sujeto obligado a través de la Plataforma Nacional de Transparencia, respondió al particular en los términos siguientes:
“En respuesta a su solicitud de información con número de folio UT-SI-020/2018-00747718-PNT; al respecto me permito hacer de su conocimiento que luego de las gestiones realizadas por la Unidad de Transparencia del Municipio de San Luis Potosí, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 54 fracciones  II y IV y el artículo 153 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  se le informa que la solicitud fue turnada para su atención al  Área de Gobierno Municipal competente siendo en el presente caso la Tesorería Municipal.

Consecuencia de lo anterior, el área de Gobierno Municipal que resguarda la información requerida, da  respuesta en términos del:

•
Oficio TM/T/148/2018, recibido en la Unidad de Transparencia con fecha 15 (quince) de octubre de 2018 (dos mil dieciocho) suscrito por el Licenciado Rodrigo Portilla Díaz, Tesorero Municipal, en respuesta a su solicitud de información, el que se adjunta en archivo digital, que consta de 02 (dos) fojas útiles.

Esta respuesta encuentra sus fundamentos en los artículos 3° fracción XVIII, 15°, 54° fracciones II y IV, 143° y 154° de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí en vigor.

De forma adicional, le indico que tiene a salvo su derecho para inconformarse con la respuesta otorgada a su solicitud, conforme a lo establecido en los artículos 154 último párrafo, 166, 167 y 168 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 

Quedamos a la orden

MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSI

(Se adjunta archivo UT-SI-049/2018-00796818-PNT)

El archivo adjunto contiene lo siguiente; a saber: el oficio TM/T/148/2018 de fecha 12 doce de octubre de 2018 dos mil dieciocho, suscrito por el Tesorero Municipal que señala:

“(…)
En relación a lo solicitado en su petición de información pública le informamos a Usted lo siguiente:

Por el momento se encuentra en redacción la “Ley de ingresos para el ejercicio fiscal 2019” por lo cual no se cuenta con dicho plan de trabajo. No obstante se tomaran en cuenta sus observaciones acerca de la disminución de los costos de copias para acceso a la información pública, para que puedan ser contemplados en el proyecto de la Ley de ingresos para el ejercicio fiscal 2019.” (sic).

TERCERO. Interposición del recurso. El 29 veintinueve de octubre de 2018 dos mil dieciocho, el solicitante de la información interpuso el presente medio de impugnación a través de la Plataforma Nacional de Transparencia, misma que quedó presentada al día siguiente ante la oficialía de partes de esta Comisión, por estar inconforme con la respuesta otorgada a su escrito de solicitud de información por el cual señaló lo siguiente:

“no se me da el documento que solicite, ademas no se funda y motiva la respuesta y tampoco se me da el acuerdo que sustente respuesta de inexistencia de la información al ser una obligación el contar con dicho documento” (sic).

CUARTO. Trámite del recurso de revisión ante esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. Mediante auto de fecha 30 treinta de octubre de 2018 dos mil dieciocho, la Presidencia de esta Comisión de Transparencia tuvo por recibido el recurso de revisión por lo que se asignó el número 866/2018-2 PLATAFORMA, al aludido recurso y, por razón de turno toco conocer a la ponencia de la Licenciada Paulina Sánchez Pérez del Pozo, por lo que se turnó dicho expediente para que procediera, previo su análisis, a su admisión o desechamiento según fuera el caso.
QUINTO. Auto de admisión y trámite. El 06 seis de noviembre de 2018 dos mil dieciocho, el Comisionado Ponente acordó la admisión del recurso de revisión interpuesto por el recurrente, contra actos del H. AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ, POR CONDUCTO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL, A TRAVÉS DEL TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA, por actualizarse la hipótesis establecidas en la fracción II, V y XII del artículo 167 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado.
Se puso a disposición de las partes el expediente para que en un plazo máximo de 7 siete días manifestaran lo que a su derecho conviniera –ofrecer pruebas y alegar–.  


Por lo tanto, el ponente apercibió al sujeto obligado de que en caso de ser omisas para manifestar lo que a su derecho conviniera respecto del presente recurso se resolverá únicamente con base en las documentales que obran en autos.  

SEXTO. Rendición del informe del sujeto obligado. Con fecha 23 veintitrés de noviembre de 2018 dos mil dieciocho, esta Comisión dictó un proveído a través del cual se tuvo por recibido el oficio número U.T.0639/18, signado por el Titular de la Unidad de Transparencia del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, recibido en la Oficialía de Partes de esta Comisión de los que se desprende el informe rendido por el Director de Administración, Planeación y Finanzas de la Tesorería Municipal a través del cual realizó las manifestaciones que consideró en razón de los agravios manifestados por el hoy recurrente en el sentido siguiente:


“ (…) Para dar respuesta al peticionario anexo el documento con número de oficio 0485/2018 de la Unidad de Transparencia, en dicho documento se señalan las acciones ejercidas propuestas por la Dirección de Transparencia para bajar el costo de las copias fotostáticas certificadas derivadas de las solicitudes de información, cabe mencionar que dicho documento es una propuesta en la Ley de Ingresos 2019 que se encuentra en análisis, se contempla que el costo de las copias fotostáticas simples sea de $1.00 (un peso 00/100 M.N.) y copias fotostáticas certificadas sea de $2.00 (dos pesos 00/100 M.N.) misma que se encuentra en revisión por la Comisión de Hacienda Municipal y posteriormente será sometida para su aprobación por Cabildo.” (sic). 

Por lo que toca al inconforme, éste no hizo uso de su derecho contenido en el artículo 174, fracción III de la Ley de Transparencia del Estado. Asimismo, en el contexto del mismo proveído esta Comisión ordenó declarar cerrar el periodo de instrucción y se procedió a elaborar el proyecto de resolución correspondiente y, 
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Competencia. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública es competente para conocer del presente asunto, de acuerdo con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, fracción III, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 27, primer párrafo, 34, fracciones I y II, 35, fracción I, y 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado. 

SEGUNDO. Procedencia. El recurso de revisión es procedente en términos del artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en virtud de que fue interpuesto en tiempo y se encuentran satisfechos los requisitos que establece la misma; asimismo el recurrente se inconformó en contra de la respuesta a su solicitud de información por parte del sujeto obligado.

TECERO. Oportunidad del recurso. La interposición del escrito inicial del recurso de revisión fue oportuna al presentarse dentro del plazo de quince días a que se refiere el artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado.
CUARTO. Caso Concreto. El 04 cuatro de octubre de 2018 dos mil dieciocho, se tiene que, en el presente asunto, el hoy recurrente realizó una solicitud de información mediante el cual requirió: “ACCIONES EJERCIDAS O EL PLAN DE TRABAJO, QUE HA REALIZADO O ESTA REALIZANDO ESTA ADMINISTRACIÓN PARA NAJAR EL COSTO DE LAS COPIAS PARA ACCEDER A LA INFORMACIÓN PUBLICA POR MEDIO DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA, LO ANTERIOR DERIVADO DEL DERECHO CONSTITUCIONAL QUE NOS OTORGA LA CARTA MAGNA, SOLICITO QUE EL DOCUMENTO FIRMADO POR LOS FUNCIONARIOS COMPETENTES PARA ELLOS, LAS PROPUESTAS DE LOS FUNCIONARIOS PARA ESTA ACCIÓN TODOS LOS DOCUMENTOS FIRMADOS Y SELLADOS PARA DAR LA LEGALIDAD RESPECTIVA” (sic).
En virtud de lo anterior, el sujeto obligado a través de la Plataforma Nacional de Transparencia notificó el oficio número TM/T/148/2018 de fecha 12 doce de octubre de 2018 dos mil dieciocho a través del cual manifestó que: “Por el momento se encuentra en redacción la “Ley de ingresos para el ejercicio fiscal 2019” por lo cual no se cuenta con dicho plan de trabajo. No obstante se tomaron en cuenta sus observaciones acerca de la disminución de los costos de copias para acceso a la información pública, para que puedan ser contemplados en el proyecto de la Ley de ingresos para el ejercicio fiscal 2019”. (sic). 
Ahora bien, con fecha 29 veintinueve de octubre de 2018 dos mil dieciocho a través de la Plataforma Nacional de Transparencia el hoy recurrente interpuso el presente recurso de revisión agraviándose por la falta de los documentos que contienen la información solicitada, además que no funda y motiva la respuesta y no entrega el acuerdo a través funda la inexistencia de la información toda vez que es una obligación de contar con dicho documento. 
Posteriormente, la Unidad de Transparencia a través de su respectivo escrito de manifestaciones rendido ante esta Comisión, señaló que, al enterarse de la interposición del recurso de revisión en estudio, se realizó un segundo  requerimiento al Tesorero Municipal, informando que a través del oficio número 0485/2018 la Unidad de Transparencia señaló las acciones ejercidas propuestas por la Dirección de Transparencia para bajar el costo de las copias fotostáticas certificadas derivadas de las solicitudes de información se encuentran inmersas en la propuesta en la Ley de Ingresos para el ejercicio 2019. 

Planteada así las cosas, en el presente caso, se advierte que la misma se centra en la necesidad de determinar si se encuentra debidamente fundada y motivada la resolución administrativa emitida por el sujeto obligado de fecha 12 de octubre de 2018, o si bien se configura alguna negativa de acceso a la información requerida a través de la solicitud de información. 
QUINTO. CAUSALES DE SOBRESEIMIENTO. Previo al análisis de fondo de los argumentos formulados en el recurso que se resuelve, es menester analizar si al respecto se actualiza alguna de las causales de sobreseimiento, en virtud de que su estudio es preferente por tratarse de cuestión de orden público, de conformidad con el artículo 1 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, ya que en caso de actualizarse tan sólo una de las hipótesis previstas en el numeral 180 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, su declaración traerá como consecuencia la imposibilidad de este Pleno de entrar al estudio del fondo de la controversia planteada. Al respecto, de la revisión y análisis de las constancias que obran en autos del expediente en el cual se actúa, esta autoridad resolutora advierte que no se actualiza alguna de las causales de sobreseimiento vigentes establecidas en el artículo 180 de la Ley de la materia.
Una vez establecido lo anterior, se procede al estudio de los agravios y argumentos vertidos, así como al análisis de las constancias aportadas, a fin de determinar si la resolución recurrida se encuentra debidamente fundado y motivado, conforme a lo dispuesto por la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y demás normativa aplicable, para determinar si son fundados o no los agravios hechos valer por el recurrente.
Así pues, el artículo 3 en su fracción XIX, de la Ley de Transparencia Estatal, señala que la información pública es la creada, administrada o en posesión de los sujetos obligados, exceptuando la clasificada  como reservada o confidencial. 
Teniendo como base lo anterior, del análisis de la petición formulada por el recurrente se tiene que, la naturaleza de las mismas, refiere a las acciones ejercidas, en cuanto a disminuir el costo por la reproducción de  copias, respecto al ejercicio de derecho de acceso a la información, que haya generado en virtud del ejercicio de funciones públicas y que, por consiguiente, se encuentre debidamente documentada.
Así pues se tiene que, al no ser éstos cuestionamientos una solicitud de información pública como tal, el Ente Público no cuenta con la documentación generada y viable que ampare y sustente una respuesta apegada a derecho, pues de hacerlo, es decir, que de pronunciarse basado en de cuestiones subjetivas y opiniones que no tengan un debido soporte documental comprobatorio del actuar de la autoridad, con lo que pueda dar veracidad de cada uno de sus actos, ello traería como consecuencia un incumplimiento a lo establecido por la Ley de Transparencia Estatal en cuanto a la debida fundamentación y motivación de las resoluciones que den respuesta a una solicitud de información en términos del artículo 48 primer párrafo de dicha Ley. 
Sin embargo, cabe resaltar que, como señala el Ente Público, en su oportunidad será publicado el documento relativo “Ley de ingresos para el ejercicio fiscal 2019”, el cual podrá servir al recurrente para obtener las respuestas a sus cuestionamientos realizados.
Al respecto, en su escrito de informe rendido ante esta Comisión, el Tesorero Municipal señaló que a través el oficio 0485/2018 de la Unidad de Transparencia se establecen las acciones ejercidas propuestas por la Dirección de Transparencia para bajar el costo de las copias fotostáticas certificadas derivadas de las solicitudes de información y que dicho documento es una propuesta en la Ley de Ingresos 2019 que se encuentra en análisis. 
Aclarando lo anterior, resulta evidente que la Unidad de Transparencia del sujeto obligado en un primer momento la Unidad de Transparencia no respondió de manera satisfactoria toda vez que no fundamentó y motivo su respuesta. Sirve de apoyo, la siguiente Jurisprudencia emitida por el Poder Judicial de la Federación: 
Registro No. 170307 
Localización: 
Novena Época 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
XXVII, Febrero de 2008 
Página: 1964 
Tesis: I.3o.C. J/47 
Jurisprudencia 
Materia(s): Común 

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. LA DIFERENCIA ENTRE LA FALTA Y LA INDEBIDA SATISFACCIÓN DE AMBOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES TRASCIENDE AL ORDEN EN QUE DEBEN ESTUDIARSE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y A LOS EFECTOS DEL FALLO PROTECTOR. La falta de fundamentación y motivación es una violación formal diversa a la indebida o incorrecta fundamentación y motivación, que es una violación material o de fondo, siendo distintos los efectos que genera la existencia de una u otra, por lo que el estudio de aquella omisión debe hacerse de manera previa. En efecto, el artículo 16 constitucional establece, en su primer párrafo, el imperativo para las autoridades de fundar y motivar sus actos que incidan en la esfera de los gobernados, pero la contravención al mandato constitucional que exige la expresión de ambas en los actos de autoridad puede revestir dos formas distintas, a saber: la derivada de su falta, y la correspondiente a su incorrección. Se produce la falta de fundamentación y motivación, cuando se omite expresar el dispositivo legal aplicable al asunto y las razones que se hayan considerado para estimar que el caso puede subsumirse en la hipótesis prevista en esa norma jurídica. En cambio, hay una indebida fundamentación cuando en el acto de autoridad sí se invoca el precepto legal, sin embargo, resulta inaplicable al asunto por las características específicas de éste que impiden su adecuación o encuadre en la hipótesis normativa; y una incorrecta motivación, en el supuesto en que sí se indican las razones que tiene en consideración la autoridad para emitir el acto, pero aquéllas están en disonancia con el contenido de la norma legal que se aplica en el caso. De manera que la falta de fundamentación y motivación significa la carencia o ausencia de tales requisitos, mientras que la indebida o incorrecta fundamentación y motivación entraña la presencia de ambos requisitos constitucionales, pero con un desajuste entre la aplicación de normas y los razonamientos formulados por la autoridad con el caso concreto. La diferencia apuntada permite advertir que en el primer supuesto se trata de una violación formal dado que el acto de autoridad carece de elementos ínsitos, connaturales, al mismo por virtud de un imperativo constitucional, por lo que, advertida su ausencia mediante la simple lectura del acto reclamado, procederá conceder el amparo solicitado; y en el segundo caso consiste en una violación material o de fondo porque se ha cumplido con la forma mediante la expresión de fundamentos y motivos, pero unos y otros son incorrectos, lo cual, por regla general, también dará lugar a un fallo protector, sin embargo, será menester un previo análisis del contenido del asunto para llegar a concluir la mencionada incorrección. Por virtud de esa nota distintiva, los efectos de la concesión del amparo, tratándose de una resolución jurisdiccional, son igualmente diversos en uno y otro caso, pues aunque existe un elemento común, o sea, que la autoridad deje insubsistente el acto inconstitucional, en el primer supuesto será para que subsane la irregularidad expresando la fundamentación y motivación antes ausente, y en el segundo para que aporte fundamentos y motivos diferentes a los que formuló previamente. La apuntada diferencia trasciende, igualmente, al orden en que se deberán estudiar los argumentos que hagan valer los quejosos, ya que si en un caso se advierte la carencia de los requisitos constitucionales de que se trata, es decir, una violación formal, se concederá el amparo para los efectos indicados, con exclusión del análisis de los motivos de disenso que, concurriendo con los atinentes al defecto, versen sobre la incorrección de ambos elementos inherentes al acto de autoridad; empero, si han sido satisfechos aquéllos, será factible el estudio de la indebida fundamentación y motivación, esto es, de la violación material o de fondo. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo directo 551/2005. Jorge Luis Almaral Mendívil. 20 de octubre de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: Raúl Alfaro Telpalo. 

Amparo directo 66/2007. Juan Ramón Jaime Alcántara. 15 de febrero de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: Raúl Alfaro Telpalo. 

Amparo directo 364/2007. Guadalupe Rodríguez Daniel. 6 de julio de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretaria: Greta Lozada Amezcua. 

Amparo directo 513/2007. Autofinanciamiento México, S.A. de C.V. 4 de octubre de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: Raúl Alfaro Telpalo. 

Amparo directo 562/2007. Arenas y Gravas Xaltepec, S.A. 11 de octubre de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: Raúl Alfaro Telpalo.
Ahora bien, en ese orden de ideas, a partir de las aclaraciones realizadas por el Director de Administración, Planeación y Finanzas de la Tesorería Municipal a través del escrito de informe rendido, esta Comisión concluye que la respuesta otorgada en principio no es satisfactoria, por lo que, este Órgano Garante considera que el sujeto obligado debió haber hecho del conocimiento del recurrente lo manifestado en su escrito de informe. 
Por todo lo expuesto, se considera fundado el agravio hecho valer por el recurrente, siendo procedente que esta Comisión, en términos de lo dispuesto por el artículo 175, fracción III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, Modifica la respuesta emitida por el Tesorero Municipal, notificada a través de la Plataforma Nacional de Transparencia el 16 de octubre de 2018.

5.1. Efectos de esta resolución.


En conclusión, esta Comisión, con fundamento en el numeral 175 fracción III, de la Ley de la materia, Modifica la respuesta emitida por la autoridad, a efecto de que:
-Proporcione al recurrente el acceso a la información pública;  a saber: acciones ejercidas propuestas por la Dirección de Transparencia para bajar el costo de las copias fotostáticas certificadas derivadas de las solicitudes de información y que dicho documento es una propuesta en la Ley de Ingresos 2019 que se encuentra en análisis. 


5.2. Precisiones de esta resolución.


De conformidad con la última parte del artículo 176 de la Ley de Transparencia está Comisión de Transparencia establece los siguientes términos para el cumplimiento de la resolución.


-El sujeto obligado deberá entregar los documentos que contengan la información solicitada en la modalidad peticionada por el particular.

-El sujeto obligado deberá de cuidar en todo momento que la información que entregará no contenga datos personales o confidenciales, pues en caso de contener información con esos datos, deberá de elaborar la versión pública.

5.3. Plazo para el cumplimento de esta resolución.

Con fundamento en el artículo 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, este órgano colegiado le concede al ente obligado el plazo de cinco días para la entrega de la información, plazo que está Comisión de Transparencia considera que es suficiente para la entrega de la información por parte del ente obligado.

5.4. Informe sobre el cumplimento a la resolución. 

De conformidad con el artículo 177, segundo párrafo, el ente obligado deberá de informar a esta Comisión de Transparencia el cumplimento a la presente resolución en un plazo que no deberá de exceder de tres días siguientes a los cinco días que tiene para la entrega de la información en donde justificará con los documentos necesarios el cumplimento a lo aquí ordenado.

5.5. Medida de apremio en caso de incumplimiento a la resolución.

Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública apercibe al ente obligado que en caso de no acatar la presente resolución, podrá ser acreedor de alguna de las medidas de apremio establecidas en el artículo 190 de la Ley de Transparencia, en virtud de que este órgano colegiado debe de garantizar el debido cumplimiento al derecho humano de acceso a la información pública.  

RESOLUTIVO
Por lo expuesto y fundado, SE RESUELVE:

ÚNICO. Se Modifica la respuesta del sujeto obligado por las razones y fundamentos expuestos en el considerando quinto de la presente resolución.

Así, por unanimidad de votos lo resolvió la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, integrada por los Comisionados Mariajosé González Zarzosa, MTRO. Alejandro Lafuente Torres y Paulina Sánchez Pérez del Pozo, Presidente, siendo ponente la ultima de los nombrados, quienes en unión de la licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria Pleno que da fe, firman esta resolución.  
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